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SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- La Comisión da la bienvenida a los representantes de los 
educadores contratados bajo el régimen de caché del Centro de Capacitación y Producción, CECAP, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA ANASTASÍA.- En primer término, voy a referirme a la misión del CECAP. Queremos dejar 
claro que se trata de la única institución pública en educación no formal, dependiente del Ministerio de 
Educación y Cultura, que se encarga de la formación en distintas disciplinas que integran el trabajo, a 
través de variados oficios, con una modalidad de educación flexible, personalizada y productiva, 
dirigida a jóvenes de entre 15 y 20 años, excluidos del sistema formal, y atendiendo a una población de 
800 a 1000 alumnos por año. 


Además de ser un centro educativo, es un centro productivo. Existe una ley que ha permitido al CECAP 
comercializar y vender sus servicios. Esa ley se está aplicando, aunque no en su totalidad, ya que el dinero 
recaudado es enviado al Ministerio, pero no es devuelto como lo marca la norma. 


A partir del año 2001 se consolidó un convenio de apoyo integral a los sectores sociales más necesitados de 
la periferia urbana de Montevideo, entre el Ministerio de Educación y Cultura y la Unión Europea, el cual ha 
creado una gran expectativa, porque a través de este convenio se ampliarían, reformarían y acondicionarían 
las actuales instalaciones, adecuándolas a las necesidades básicas de funcionamiento definidas 
programáticamente. A la fecha, aun no tenemos ningún resultado; el Ministerio ha invertido mucho en ese 
aspecto. 


Por otra parte, la situación laboral afecta básicamente el fin social que cumple la institución. 


SEÑOR GRAÑA.- La situación actual, que venimos arrastrando desde el comienzo de este año, es la 
siguiente. Casi la mitad de los funcionarios que trabajan en la institución, pertenecen al Ministerio de 
Educación y Cultura y se encuentran en situación irregular, ya que están contratados bajo el régimen 
de caché. De modo que se requiere un cambio de contrato, porque el contrato caché no contempla los 
derechos laborales, jurídicamente no ofrece garantías, no prevé licencia por enfermedad. Hay que 
tener en cuenta que trabajamos en docencia directa con los alumnos; estamos trabajando 6 horas al 
día -30 horas semanales- y no tenemos derecho a faltar. 


Nuestro contrato anterior fue firmado por un período que iba desde el 2 de enero hasta el 31 de diciembre. Al 
finalizar el contrato del año 2002, fuimos convocados para la firma de uno nuevo. Esto ocurrió el 27 de 
diciembre, cuando se nos convoca a firmar anticipadamente el contrato para no romper la cadena de cobros y 
continuar con nuestra tarea, planificando el año 2003. Con este contrato se nos intima a que nos afiliemos a la 
DGI como empresa unipersonal, para que hiciéramos el aporte del 10% de IVA que nos venían descontando 
del recibo de sueldo. Nosotros seguimos al pie de la letra lo que nos dijeron: a partir del 2 de enero, teníamos 
que registramos como empresa unipersonal. Si lo hacíamos después del décimo día, correríamos con multas 
y recargos. Pero resulta que ese contrato anual no se respetó, puesto que el 19 de febrero nos llamaron a 
firmar otro contrato por tres meses, que dejaba por el camino el anterior, que era por un año. Por 
consiguiente, ya teníamos una deuda con el BPS, por ese primer mes, que no íbamos a poder cumplir, ya que 
el mes de febrero no lo cobramos. 


De manera que el 19 de febrero de 2003, firmamos ese contrato por tres meses, pero allí anexaron la fecha 
del 24 de febrero, posterior a nuestra firma. Este es el contrato que está vigente hasta la fecha: todavía no 
hemos percibido ni un solo centésimo de esos haberes. Como decía, mantenemos la deuda con el BPS -de la 
cual no nos hemos podido hacer cargo-, y otras deudas por concepto de gastos comunes de cada hogar, como 
luz, agua, teléfono y alquiler. Muchos compañeros han perdido su hogar y han tenido que ir a una pensión, 
por no tener un sueldo que permita pagar el alquiler. El contrato tampoco prevé garantías; entonces, uno no 
puede sacar créditos con este recibo de sueldo. Por consiguiente, estamos arrastrando deudas que nos resulta 
muy complejo afrontar. 


Al día de hoy no tenemos una noticia concreta del próximo contrato; no tenemos una fecha exacta de pago - 
nos dieron cuatro o cinco fechas diferentes, pero nunca se concretaron- y estamos con incertidumbre, porque 
trabajamos para nada. Estamos en una institución que realiza un trabajo social muy importante, tratando de 
rescatar jóvenes en circunstancias bastante complejas. Los funcionarios siguen prestando la labor, pero sin 
cobrar el sueldo y generando cada vez más deudas. 


SEÑOR GENTA.- Quisiera aclarar que el 80% de los educadores que trabajamos en el CECAP 
tenemos una antigiedad de entre 5 y 16 años. Entonces, no se trata de una situación laboral de dos días 
o de un año, por lo que tenemos derechos adquiridos que deberían contemplarse. 


SEÑOR CLAVIJO.- Para redondear, quiero decir que tenemos una problemática instalada desde hace 
bastante tiempo, que no ha sido exclusiva de una Dirección ni de un Ministro. 


Vale la pena resaltar la tarea que realiza la institución, sobre todo por la población con la cual trabaja. Nos da 
la impresión de que en la órbita gubernamental, en la del Ministerio, no existe otra organización que trabaje 
de esta forma. Dentro de las metodologías empleadas a nivel educativo, estamos trabajando con la EBC, 
educación basada en competencias laborales. Es bueno incluir esto dentro de la propuesta educativa del 
CECAP. 


Entonces, planteamos que es necesario el reconocimiento de la tarea educativa, con una figura adecuada y 
con la certificación correspondiente en educación no formal, ya sea la de educador o la de docente en 
educación no formal. Para sentar un precedente, en un trabajo realizado en el CECAP por técnicos, inclusive 
de afuera de la institución, proponíamos el perfil del educador ocupacional de taller. Creemos que es una 
figura de educador que no existe en el país y que apunta a una población específica, por lo que no 
entraríamos en contraposición con otro tipo de educadores de este nivel. Si fuera posible, quisiéramos que se 
nos contemplara dentro de un escalafón que nos ampare jurídicamente, diferenciándonos del resto de los 


contratos caché del Ministerio de Educación y Cultura, por la función específica que desarrollamos. Por 
supuesto que si se lograra una figura de educador tal cual la estamos planteando, esto implicaría una serie de 
medidas, por ejemplo, los aportes que corresponden por parte del MEC. Quizás el contrato podría tener una 
duración distinta que garantizara la continuidad de la tarea educativa o, por lo menos, el desarrollo del trabajo 
con adolescentes de una manera adecuada. 


Yo sé que esta problemática también existe en la educación formal, pero hay que tener en cuenta que la tarea 
educativa también implica, por lo menos, algún grado de seguridad laboral. Es cierto que casi toda actividad 
laboral necesita algo de seguridad; pero más en este caso: si ante cada cambio de Ministro o de autoridades, 
los contratados caché, docentes del CECAP, deben utilizar su tiempo personal para resolver estas situaciones, 
aparte del estrés que provoca la tarea educativa en sí, también se genera el desgaste en la convivencia 
familiar. 


Por lo tanto, proponemos un tipo de contrato que mejore la situación, que tenga una duración superior -de 
tres a cinco años- y que garantice la continuidad. No sé si esto será posible; para ello estamos aquí, para que 
los Representantes Nacionales busquen las soluciones. Tal vez la solución sería el régimen de contratación a 
término. Reitero que no sé cuál es la solución para desempeñar correctamente la tarea, amparados en la forma 
que queremos. Por supuesto que también se deben tener en cuenta algunas garantías y derechos inherentes a 
la función. 


SEÑORA MÁRQUEZ.- Soy bibliotecóloga de la institución. 


En principio, quiero agradecer a la Comisión por recibirnos. 


En los materiales que hemos entregado hay algunos recortes de prensa de años anteriores de "El País", "La 
República" y "Ultimas Noticias" referidos al Centro. Nos han visitado algunos canales de televisión; hemos 
recibido a Omar Gutiérrez y tenemos un video de "La Sed y el Agua", de Raquel Daruech sobre nuestra 
institución. 


Recibimos, aproximadamente, mil jóvenes en el año, que se capacitan en distintos oficios: albañilería, 
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jardinería, peluquería, cocina, gastronomía. Inclusive, el área de gastronomía y los mozos de CECAP han 
venido al Palacio Legislativo a hacer algún "lunch". 


Todos los educadores de CECAP realizan una labor muy vocacional. Obviamente, la forma de contratación 
no se adecua a la función que cumplimos. El caché que tenemos es artístico y lo contrata el Ministerio de 
Educación y Cultura para una tarea puntual. Por ejemplo, un profesor de piano da su clase y cobra un caché 
artístico. Esa modalidad de contrato no va con nuestra función, porque somos docentes que ejercemos una 
función directa con los alumnos en los talleres. 


Además, se trata de alumnos de riesgo social, que son excluidos del sistema formal de enseñanza. Son 
jóvenes que terminan sexto año de escuela, tienen 15 016 años, no van a la UTU ni al liceo -aunque muchas 
veces han pasado por él y han desertado- y para no estar en la calle hacen una opción por el trabajo. 
Actualmente, CECAP es la única institución que los puede recibir. Se trata de una población muy grande y 
cada vez crece más. 


Cabe aclarar que ya no sólo trabajamos con población de riesgo, porque la clase media se está volcando a 
CECAP. Aunque no sólo nos dedicamos a una población muy carenciada, esa sigue siendo nuestra población 
objetivo. 


Nuestra intención es contemplar esta situación de aquí a futuro. La realidad actual es que hace tres meses que 
no cobramos el sueldo: enero, febrero y marzo. Por este motivo, hay muchos funcionarios que están atrasados 
en el pago de la luz y el agua. Además, estamos atrasados en el BPS, donde ya tenemos dos meses generados 

y no hemos podido ponernos al día con la empresa unipersonal. 


Por otra parte, a nosotros no nos conviene la empresa unipersonal. No queremos que el Ministerio nos haga 
ese tipo de contratos, porque ejercemos una función docente. 


El CECAP no está reconocido en el Ministerio de Educación y Cultura como institución de enseñanza; es 
decir que ya aquí hay irregularidades. CECAP depende del rubro mantenimiento y servicios, es decir que 
para el Ministerio somos un mantenimiento y un servicio. 


Estamos hablando de mil chicos capacitados laboralmente y de trabajo con empresas de nuestro país. La 
señora Presidenta sabe muy bien cuál es nuestro trabajo; conozco su actividad en el INAME y toda su 
trayectoria. 


Pretendemos una solución a futuro. Por ahora, queremos cobrar los sueldos, porque la situación ya no da para 
más. Quisiéramos, por lo menos, que de ahora en más se viera la posibilidad de ir sentando bases para un 
nuevo CECAP, con una nueva contratación y un nuevo perfil de educador, a fin de que la institución crezca 
realmente. 


El Uruguay no amerita un CECAP, amerita muchos. Esta forma de educación es integral y socializadora. Los 
chicos tienen computación, biblioteca y se desarrollan en varias áreas como, por ejemplo, teatro; es decir que 
tenemos mucho para brindar. 


Nosotros nos debemos por completo a la tarea educativa; no tendríamos que dedicarnos a esto, porque 
nuestra función docente y todo lo que hacemos con los chicos, no serviría. 


SEÑOR GENTA.- Quiero hacer una aclaración: ya hicimos este planteo ante el Ministerio de 
Educación y Cultura. Nos contestaron que están con las manos atadas porque, por supuesto, se deben a 
un sistema, que tiene reglas, tiene formas administrativas para manejarse y sólo pueden moverse 
dentro de ciertos "casilleros". Por estos motivos, nosotros tenemos esta problemática contractual. 


En consecuencia, nos dirigimos a ustedes, los Representantes, porque aspiramos a que puedan hacer algo 
para solucionar esta situación. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quería hacer una pregunta, pero la señora Márquez, en su intervención, ya me 
la contestó. Me interesaba saber cuántos jóvenes iban al CECAP; si no entendí mal, son 
aproximadamente mil. 


Miramos con mucha simpatía y creemos que es de mucha utilidad lo que hace este Centro. Si la memoria no 
me juega una mala pasada, fue creado, o por lo menos tomó la forma actual, durante nuestra gestión en el 
Ministerio de Adela Reta. 


Como ustedes saben, está vigente una ley que suprime las vacantes, por lo que la única forma de solucionar 
este tema es a través de los contratos. 


Hasta donde sé -hemos conversado al respecto- me consta la disposición del señor Ministro para buscar una 
solución lo más rápida posible a los pagos atrasados. Es sabido que hay pagos atrasados en distintas áreas de 
la Administración y es un problema que hay que solucionar a la brevedad; esto está fuera de discusión 


Por otra parte, pienso que la Comisión no puede analizar los detalles de los contratos, porque es un asunto de 
manejo interno del Ministerio. 


Me parece que ustedes deberían hacer alguna consulta en el Banco de Previsión Social, porque tal vez allí 
exista alguna normativa -no estoy haciendo una afirmación sino una conjetura- que los ayude a solucionar un 
tema en el que tienen mucha razón. En definitiva, el Estado es uno solo, y si ustedes cobran con atraso, los 
aportes al BPS no deberían generar recargos, intereses ni multas; eso sería de equidad. 


SEÑORA DEMARCO.- Cuando ustedes se refieren a mil estudiantes ¿están contando todos los 
CECAP del país? ¿Cuántos Centros hay? Me consta que hay uno en Rivera. 


SEÑORA ANASTASÍA.- Dentro de la institución hay, más o menos, 500 alumnos. Lo que sucede es que 
tenemos talleres externos en convenio con otras ONG, con una parroquia o con comisiones barriales, 
por lo que CECAP está en los distintos barrios. 


La cifra que brindamos surge de datos registrados durante el año y puede variar mucho porque la entrada y la 
salida de los alumnos es flexible. 


En este caso no tomamos en cuenta al Centro de Rivera 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, hay un Centro en Montevideo y otro en Rivera. 


SEÑORA DEMARCO.- Sé que existe una normativa respecto a la supresión de vacantes. Sin embargo, 
voy a discrepar con mi amigo, el señor Diputado Bergstein, con relación a estos contratos, porque los 
considero muy inapropiados para la función que realizan los docentes de CECAP. Esta forma jurídica 
se ha ido adoptando progresivamente en el Estado uruguayo; creo que ahora paró la proliferación de 
los contratos de empresas unipersonales. 


Me interesa señalar que aquí tenemos una prueba clara de que estos contratos, además de tergiversar una 
realidad -no puede llamarse empresa a alguien contratado, que tiene una relación claramente subordinada-, 
generan problemas. Digo esto porque si yo soy empleado puedo ir al BPS a decir que no voy a pagar mis 
aportes porque no me pagaron el sueldo; pero si yo soy la empresa, no lo puedo hacer. 


Quiero llamar la atención sobre este punto, porque esta realidad se está repitiendo en muchos ámbitos del 
Estado. Ante la crisis económica el Estado ha dicho que va a priorizar el pago de los sueldos. En este 
momento, una vez más, la figura contractual con la cual fueron contratadas estas personas esconde que ese 
caché artístico es, en realidad, un sueldo; formalmente no lo es, pero sustancialmente sí. 


Quería señalar esto porque cuanto más se profundiza en este tema, más se descubre que este tipo de 
contratación, sea en el Estado o en cualquier otro ámbito, es realmente inadecuado y genera más problemas 
de los que resuelve. Por lo tanto, desearía que se terminara. 


En lo personal, apruebo la idea de que ustedes sigan peleando para ser contratados como corresponde, es 
decir, como funcionarios públicos -ya sea a término o no-, en una forma en la que quede claro que son 
subordinados. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a realizar una pregunta a nuestros invitados que, en realidad, 
corresponde formular al señor Ministro. Voy a hacerla porque me interesa conocer su opinión. 


El proyecto CECAP ¿es un programa que tiene determinados objetivos educativos, pedagógicos y específicos 
de inserción por el tipo de población con la que trabaja? ¿Tiene una metodología fijada? ¿Tiene una 
evaluación de resultados y de impacto en la población objetivo? 


SEÑOR ARREGUL- Iba a hacer una pregunta que ya fue formulada, por lo que no la voy a reiterar. 


Coincido en que nuestros invitados están viviendo una situación irregular. Creo que, de alguna manera, esta 
Comisión debe hacer las gestiones correspondientes ante el Ministerio para tratar de solucionarla. Por ello, 
propongo que luego de esta reunión conversemos sobre este tema entre los integrantes de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría aclarar alguna de las informaciones que ustedes nos 
trasladaron. Desde el punto de vista jurídico, ustedes tenían un contrato a caché que terminó el año 
pasado; luego, fueron convocados a una renovación. Es decir que la situación es la siguiente: 
terminaron un contrato, suscribieron uno nuevo y, luego, fueron convocados nuevamente e invitados a 
suscribir otro contrato por el que pasan a ser empresas unipersonales. Entonces, para ustedes la 
modalidad de caché ya no existe, porque son empresas unipersonales. 


Digo esto porque antes de dialogar entre nosotros y con las autoridades es importante aclarar de qué manera 
están trabajando, es decir, qué vinculación tienen hoy con CECAP. 


SEÑOR GRAÑA.- Nosotros fuimos convocados al Ministerio el día 27 de diciembre para adelantar el 
próximo contrato. Firmamos el contrato el 27 de diciembre, luego se lo elevan al señor Ministro y 


corresponde firmarlo con posterioridad a la fecha de iniciación. Con el contrato nos hicieron firmar un 
papel donde nos entregaban un instructivo y nosotros éramos responsables al haberlo recibido de 
afiliarnos a DGI para volcar el 10% de IVA que no nos estaba siendo descontado. O sea que venía 
como valor agregado en el sueldo. 


SEÑORA MÁRQUEZ.- En el mismo día en que firmamos el contrato anual del año próximo nos 
entregaron un instructivo y nos dijeron que éramos empresa unipersonal a partir de ese momento. 
Nadie sabía nada. Nos comunicaron que el día 2 de enero debíamos afiliarnos a DGL a BPS, y que 
debíamos pagar alguna cosa. Eso generó un caos que no se pueden imaginar. 


SEÑOR GRAÑA.- Luego de eso estábamos un poco temerosos, algunos por afiliarse y otros por no 
afiliarse. La gran mayoría de nosotros concurrió en masa a afiliarse al BPS y a la DGI. Algunos lo 
hicieron en Montevideo y otros en el interior porque vivimos en la periferia, en la ciudad de Las 
Piedras, en Pando o en la Costa de Oro. 


Resulta que después, según nos comunicaron, el señor Ministro no se hizo responsable de ese contrato anual 
y lo mandó para atrás, es decir, no se llevó a cabo. Se suponía que a partir de ese contrato los primeros días 
del mes de febrero teníamos que estar cobrando, pero la fecha se fue posponiendo. No teníamos fecha de 
pago y el día 19 de febrero se nos comunicó que el contrato que habíamos firmado en primera instancia no se 
llevaba a cabo y que debíamos firmar un nuevo contrato. Esto se llevo a cabo el día 19 de febrero. Este día ya 
éramos empresa unipersonal. El contrato sigue siendo exactamente el mismo que el que firmamos en el año 
2002, o sea que no varió en ninguna letra. Lo que sucedió fue que el período de conexión con el Ministerio 
descendía a tres meses de trabajo y nosotros ya estábamos afiliados a BPS y ese mismo día que firmamos el 
contrato estábamos generando deuda. Es decir, ese mismo día ya teníamos que abonar en BPS el primer mes 
de pago. Luego de que se firmara ese contrato el día 19 sucedió que el Ministro no lo quiso firmar con esa 
fecha y le hizo anexar por encima de nuestra firma y por debajo del contrato la fecha 24 de febrero. Tenemos 
fotocopia de los contratos para que vean que inclusive tiene otra letra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos gustaría tener acceso a algún contrato donde tuviéramos, entre otras 
cosas, esa modificación que el señor Graña señalaba al final. Para nosotros ello sería de mucha 
utilidad. 


SEÑORA DEMARCO.- ¿Antes de ser empresas unipersonales qué eran? 
SEÑOR GRAÑA.- Éramos contratados por caché. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que sucedió fue un cambio de modalidad. Ahora ya no son más 
funcionarios de caché sino empresas unipersonales. Luego veremos el contrato. 


En realidad los miembros de esta Comisión llegan a una instancia de intercambio luego de que las 
delegaciones se retiran. Sí les solicitamos si pueden entregarnos el material. 


SEÑOR GENTA.- La modalidad de contratación que tenemos es caché docente; ese es el nombre del 
contrato. Lo que sucede es que esta modalidad de contrato exigía al Ministerio de Educación y Cultura 
que nosotros fuéramos empresas, que aportáramos IVA, cosa que en realidad nunca se hizo. El 
Ministerio de Educación y Cultura ofició como agente de retención de IVA; retenía el 90% del IVA que 
generábamos nosotros y no el 100%. Ahora, después de lo aprobado en Rendición de Cuentas, están 
exigiendo que se aporte todo el IVA. Esto implica que nosotros debamos completar ese 10% de IVA, 
que es a lo que se refería el compañero. Además, implica un cambio: antes no se exigía que fuéramos 
empresas para ese tipo de contratación; ahora necesariamente vamos a tener que ser empresas. 


Voy a mencionar algunas cifras. El sueldo de un docente caché de CECAP que cumple una función de treinta 
horas semanales -seis horas por día- es de $ 4.648 líquido, de los cuales vamos a tener que aportar el 10% de 
DGI -que el Ministerio no estaba aportando- y BPS, lo que implica una rebaja salarial de $ 1.500. O sea que 
pretenden que seamos una empresa unipersonal por $ 3.000. No queremos esa situación. 


SEÑORA DEMARCO.- Entiendo que antes no aportaban al BPS, ni como empresa ni como 
funcionarios. 


SEÑOR GENTA.- Aportábamos a la DGI y al Ministerio. 
SEÑOR GRAÑA.- Nos queda el 90%, por ser agente de retención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a los señores invitados que hayan concurrido a la Comisión y 
muy pronto tendrán noticias nuestras. 


Tí maana dal mia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


